


    

 

hecho y de derecho que estimó oportunas, concluyó interesando que se 
dicte sentencia conforme al suplico de su escrito, con imposición de 
costas.  

 
 
SEGUNDO. - Admitida a trámite la demanda se dio traslado de la 

misma a la demandada, emplazándolas para su contestación por plazo de 
20 días.  

 
TERCERO. - Presentada la contestación a la demanda, se convocó a 

las partes a la audiencia previa, y estimada la excepción de inadecuación 
del procedimiento, prosiguieron los autos por los trámites del juicio verbal  
con el resultado que obra en autos. Admitida la prueba propuesta, 
consistente en la documental, quedó el juicio visto para sentencia.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 PRIMERO. -  La parte actora ejercita acción de nulidad del contrato 
de préstamo a corto plazo, con número 99342973002, suscrito entre las 
partes en fecha 26 de mayo de 2017, por su carácter usurario, y con 
fundamento en la Ley de Represión de la Usura de 1.908, interesa que se 
declare la nulidad del referido contrato argumentando a tal fin, y en 
síntesis, que el interés remuneratorio del 2.333 % TAE es usurario.  

 La entidad demandada se opone a la pretensión alegando que el TAE 
de los micro préstamos suele estar entre el 400 y 4000% y que el término 
de comparación del tipo de interés pactado tiene que ser el ofrecido por 
otras empresas del mismo sector y no el bancario, dado que la 

 

 SEGUNDO.  La cuestión controvertida se centra en determinar el 
eventual carácter usurario del interés remuneratorio aplicado que, según 
el contrato  cuya suscripción no ha sido controvertida por las partes, se ha 
fijado en un 2.333 % TAE. 

 Pues bien, tomando en consideración la STS 149/2020 cabe señalar, 
que par

Represión de la Usura que la actora invoca como fundamento de su 
pretensión, y a fin de valorar si el mismo es usurario, debe utilizarse el 
tipo medio de interés en el momento de celebración del contrato, 



    

 

correspondiente a la categoría a la que corresponda la operación crediticia 
cuestionada. Y si existen categorías más específicas dentro de otras más 
amplias (como sucede actualmente con la de tarjetas de crédito 
y revolving, dentro de la categoría más amplia de operaciones de crédito 
al consumo), deberá utilizarse esa categoría más específica, con la que la 
operación crediticia cuestionada presenta más coincidencias (duración del 
crédito, importe, finalidad, medios a través de los cuáles el deudor puede 
disponer del crédito, garantías, facilidad de reclamación en caso de 
impago, etc.), pues esos rasgos comunes son determinantes del precio del 
crédito, esto es, de la TAE del interés remuneratorio.  

 En consecuencia, en respuesta a la cuestión aquí controvertida, y 
aplicando la anterior doctrina cabe concluir que el tipo aplicado del 2.333 
% TAE resulta notablemente superior al normal del dinero, tomado como 
referencia el tipo medio aplicado a las operaciones de crédito al consumo 
que, según la documental acompañada con el escrito de demanda, se 
situaba, al tiempo de conclusión del contrato litigioso, en mayo de 2017, 
en un 8,77 % TAE.  

TERCERO.  En atención a lo expuesto en el fundamento anterior 
procede declarar la nulidad del contrato suscrito por la partes, y ello por 
aplicación del artículo 1 de la Ley de Represión de la Usura de 1.908, que 

erá nulo todo contrato de préstamo en que se estipule un 
interés notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente 

reiterada Jurisprudencia, del requisito subjetivo que añade la norma 
ha 

sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su 
 

Finalmente, consecuencia de la declarada nulidad, y en virtud del 
obligado a entregar tan 

sólo la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla y los 
intereses vencidos, el prestamista devolverá al prestatario lo que, 

 

CUARTO.   De conformidad con lo dispuesto en el art. 394.1 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil las costas del presente procedimiento serán a 
cargo de parte demandada.  





    

 

 
 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 




